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Introducción

Establecer una doctrina del Bloque Constitucional de Derechos Fundamentales 
en Chile implica precisar su fundamento y contenido, su fuerza normativa, 
su efecto irradiante sobre todo el ordenamiento jurídico y sus fuentes. Este es 
el desafío que busca afrontar este artículo en el ámbito de doctrina constitu-
cional chilena, en una perspectiva sintética, dado el carácter limitado de un 
artículo en una revista jurídica especializada. Asimismo, el artículo contempla 
un análisis de información comparativa con los casos de Colombia, con una 
larga tradición jurídica y desarrollo jurisprudencial de la Corte Constitucional 
sobre la materia a partir de la Constitución de 1991, y el caso de México, que 
concreta dicho bloque y parámetro a partir de una decisión constituyente, luego 
de la condena en diversos casos en materia de derechos humanos por parte de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que trajo consigo la reforma 
constitucional de 2011 y su implementación jurisprudencial por la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación de México. 

1. Fundamento, conceptualización 
y fuentes de los derechos fundamentales

1.1. La dignidad humana como fundamento de los derechos

El determinar qué derechos tienen el carácter de “fundamentales” y cuál es su 
fundamento es un paso previo a determinar el concepto de “bloque constitucio-
nal de derechos fundamentales”, siendo necesario abordarlo en este artículo. Ello 
exige partir del dato constitucional positivo y de los instrumentos del derecho 
internacional vinculante para el Estado chileno.

Ello nos lleva a la afirmación de la dignidad humana como la cualidad 
intrínseca, irrenunciable e inalienable de todo y a cualquier ser humano, cons-
tituyendo un elemento que cualifica al individuo en cuanto tal, siendo esta 
dignidad un dato antropológico y ontológico asumido y garantizado como 
integrante e irrenunciable de la condición humana por parte de nuestra Cons-
titución y del ordenamiento básico de la convivencia internacional a través del 
derecho internacional vigente. Es esta dignidad humana la que es asegurada 
en sus atributos por los derechos fundamentales y la que debe ser asegurada, 
respetada, garantizada y promovida por el orden jurídico estatal e internacional, 
sin que pueda ser retirada a alguna persona por el ordenamiento jurídico; ella 
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no desaparece por más baja y vil que sea la persona en su conducta y sus actos2. 
Dicha perspectiva es la que se encuentra precisada en nuestro artículo 1º inciso 
1º de la Constitución chilena: “Las personas nacen libres e iguales en dignidad 
y derechos”; como asimismo, en el inciso 2º del artículo 5º de la Constitución: 
“El ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto de los derechos 
esenciales que emanan de la naturaleza humana”.

Concordamos con Ingo Wolfgang Sarlet, quien sostiene que la dignidad de la 
persona humana es una cualidad intrínseca y distintiva reconocida a todo individuo 
que lo hace merecedor del mismo respeto y consideración por parte del Estado y 
de la comunidad, implicando, en este sentido, un complejo de derechos y deberes 
fundamentales que aseguran a la persona tanto contra todo y cualquier acto de 
cuño degradante o deshumanizado, como velan por garantizar las condiciones 
existenciales mínimas para una vida saludable, además de propiciar y promover 
su participación activa y corresponsable en los destinos de la propia existencia y 
de la vida en comunión con los demás seres humanos, mediante el debido respeto 
a los demás seres que integran la red de la vida3.

En la misma perspectiva, encontramos a Peter Häberle, quien señala que la 
dignidad de la persona humana consiste en el “valor y pretensión de respeto intrín-
seco y simultáneamente social, al cual pertenece cada ser humano por su condición 
humana”4.

La noción de dignidad humana es producto del reconocimiento de la unicidad 
de cada individuo humano como señala Sarlet y del hecho de que ella es creadora 
de un deber de igual respeto y protección en el ámbito de la sociedad 5.

Los ámbitos de la dignidad humana que deben asumirse aplicando la pauta 
normativa de nuestro artículo 1º, inciso 1º, de la Carta Fundamental chilena, 
son las dimensiones ontológicas dadas por la racionalidad y libertad del ser hu-
mano (autodeterminación consciente y responsable de su propia vida), como 
asimismo la de carácter ético o deontológico constituidas por la autonomía y fin en 
sí mismo, no siendo la persona un medio o instrumento de nadie, de allí que la 
Constitución en su artículo 1º, inciso 4º, dispone que “El Estado está al servicio 
de la persona humana y su finalidad es promover el bien común, para lo cual debe 

2   González Pérez, J. (1986), p. 25.

3   Sarlet, Ingo (2009), p. 67. Traducción libre del autor.

4   Häberle, Peter (2005), p. 104.

5   Sarlet, Ingo (2005), p. 26.
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contribuir a crear las condiciones sociales que permitan a todos y cada uno de los 
integrantes de la comunidad nacional su mayor realización espiritual y material 
posible, con pleno respeto a los derechos y garantías que esta Constitución establece”.

La dignidad humana constituye así el mínimo invulnerable del ser humano que 
el ordenamiento jurídico debe asegurar respecto de cada uno y todos los derechos 
fundamentales, los cuales tienen en ella su fundamento y base sustantiva, en la 
medida que todos ellos contribuyen a desarrollar ámbitos propios de la dignidad 
humana. 

La dignidad de la persona se constituye así en el valor supremo y en el princi-
pio jurídico que constituye la columna vertebral básica de todo el ordenamiento 
constitucional en virtud del artículo 1º, incisos 1º y 4º de la Constitución y de 
los preámbulos de los tratados o convenciones de derechos humanos que el Es-
tado ha hecho suyos, mediante la respectiva ratificación, los que determinan a la 
dignidad humana como la fuente sustantiva de todos los derechos fundamentales, 
irradiando con ello todo el sistema jurídico, el que debe interpretarse y aplicarse 
conforme a las condiciones en que dicha dignidad se realice de mejor forma, lo 
cual ha sido asumido jurisprudencialmente tanto por el Tribunal Constitucional 
como por la Corte Suprema.

La Constitución se compromete con la dignidad de la persona humana y 
establece una premisa antropológica-cultural que incorpora como regla jurídica. 

Dicha perspectiva es asumida también por todos los instrumentos fun-
damentales que asegurarán y garantizarán derechos humanos en el ámbito 
mundial y regional6. El artículo 1º de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos de Naciones Unidas, de 10 de diciembre de 1948, determina que 
todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos. A su vez, el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 19 de diciembre de 1966, 
en su preámbulo afirma que “el reconocimiento de la dignidad inherente a todos 
los miembros de la sociedad humana […] constituye el fundamento de la libertad, 
la justicia y la paz mundial, en el reconocimiento que esos derechos derivan de la 
dignidad inherente a los hombres”. La Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, en su preámbulo, reconoce que “los derechos esenciales del hombre 
no nacen del derecho de ser nacional de determinado Estado, sino que tienen como 
fundamento los atributos de la persona humana, razón por la cual justifican una 
protección internacional de naturaleza internacional coadyuvante o complementaria 
de la que ofrece el derecho interno de los Estados Americanos”. En el mismo sentido 

6   Ver Maurer, B. (1999); Burgorgue-Larsen, Laurence (dir.) (2010). 
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se expresan la Convención sobre Derechos del Niño de 1989, la que explicita en 
su preámbulo “Considerando que, de conformidad con los principios proclamados 
en la Carta de las Naciones Unidas, la libertad, la justicia y la paz en el mundo 
se basan en el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e 
inalienables de todos los miembros de la familia humana”, lo que constituye base 
de los derechos que asegura. Asimismo, la Convención de Naciones Unidas 
contra la Tortura, de 1984, precisa en el preámbulo el “reconocimiento que esos 
derechos derivan de la dignidad inherente a los hombres”.

Tal perspectiva ha sido asumida por el Tribunal Constitucional chileno, el 
cual en sentencia de 26 de junio de 2008 ha determinado:

“Vigesimotercero. Que de la dignidad que singulariza a toda persona humana se deriva 
un cúmulo de atributos, con los que nace y que conserva durante toda su vida. Entre 
tales atributos se hallan los derechos públicos subjetivos o facultades que el ordenamiento 
jurídico le asegura con carácter de inalienables, imprescriptibles e inviolables en todo 
momento, lugar y circunstancia; […]”7.

“Trigesimoquinto. “Que lo explicado en el considerando precedente resulta coherente 
con la fuerza normativa que singulariza la Carta Fundamental, característica con-
forme a la cual esta se irradia al ordenamiento jurídico entero, al punto que ninguna 
de sus disposiciones puede quedar al margen de o en pugna con la supremacía que es 
propia de ella”8. 

El respeto y protección de la dignidad del ser humano y los derechos esen-
ciales que de ella derivan, como lo determina expresamente la primera frase 
del inciso 2º del artículo 5º de la Carta Fundamental, limitan el ejercicio de 
la potestad constituyente derivada o instituida y la potestad de los órganos 
instituidos por dicho texto constitucional, en efecto, ellos ejercen la soberanía, 
dicho ejercicio “reconoce como limitación el respeto a los derechos esenciales que 
emanan de la naturaleza humana”. 

El mismo Tribunal Constitucional ha señalado que:

“[...] como ya se ha señalado, el contenido del artículo 19 de la Carta Fundamental, 
conjuntamente con sus artículos 1º, 4º y 5º, inciso segundo, de la misma, configuran 
principios y valores básicos de fuerza obligatoria que impregnan toda la Constitución 
de una finalidad humanista que se irradia en la primacía que asignan sus disposiciones 

7   Sentencia del Tribunal Constitucional chileno, de 26 de junio de 2008, Rol Nº 976, considerando 
vigesimotercero. 

8   Sentencia del Tribunal Constitucional chileno, 26 de junio de 2008, Rol Nº 976, considerando 35.
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a la persona humana, a su dignidad y libertad natural, en el respeto, promoción y pro-
tección a los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana, que se imponen 
como limitación del ejercicio de la soberanía y como deber de los órganos del Estado;
Que estos principios y valores, como ya se recordó –y lo hace manifiesto el inciso segundo 
del artículo 6º de la Constitución, que precisa que sus preceptos obligan no solo a los 
titulares o integrantes de los órganos del Estado sino a toda persona, institución o grupo–, 
no configuran meras declaraciones programáticas sino que constituyen mandatos expresos 
para gobernantes y gobernados, debiendo presidir la labor del intérprete constitucional, 
en cuanto normas rectoras y vitales que coadyuvan a desentrañar el verdadero sentido y 
espíritu del resto de las disposiciones de la Constitución;
Que, por lo recién expresado, debe desecharse toda interpretación de las normas constitu-
cionales que resulte contradictoria con los aludidos principios y valores rectores de la Carta 
Suprema” 9.

1.2. Los derechos fundamentales, conceptualización 
y caracterización en la doctrina, la Constitución y la jurisprudencia 

El conjunto de derechos que emanan como atributos de la dignidad humana se 
caracterizan por su funcionalidad, conformando una unidad jurídica; un bloque 
unificado de derechos fundamentales con independencia de la fuente formal que 
inicialmente los asegura y garantiza, sea esta la Constitución, el derecho interna-
cional convencional ratificado y vigente o los principios de ius cogens.

En tal perspectiva, podemos conceptualizar los derechos fundamentales 
como el conjunto de facultades e instituciones que concretan las exigencias de la 
dignidad, la libertad, la igualdad y la seguridad humanas en cuanto expresión 
de la dignidad de los seres humanos –considerados tanto en su aspecto individual 
como comunitario–, en un contexto histórico determinado, las cuales deben ser 
aseguradas, respetadas, promovidas y garantizadas por los ordenamientos jurídicos 
a nivel nacional, supranacional e internacional, formando un verdadero subsistema 
dentro de estos10.

Dicha perspectiva se encuentra en el enfoque que la mayoría de las constitu-
ciones latinoamericanas han incorporado al texto constitucional, las cuales consi-
deran, además de los derechos directamente asegurados en la constitución formal, 
la remisión a los derechos asegurados por el derecho convencional internacional 

9   Sentencia del Tribunal Constitucional chileno, Rol Nº  943-07, de fecha diez de junio de 2008, 
considerandos 30 al 32.

10   Nogueira, Humberto (2010), p. 23.
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ratificado, como las constituciones de Argentina11, Bolivia12, Brasil13, Colom-
bia14, Costa Rica15, Ecuador16, Guatemala17, México18, Nicaragua19, República 
Dominicana20, Venezuela21, para solo señalar algunas de ellas. 

Dicha concepción se incorporó tempranamente en la realidad constitucional 
latinoamericana en la Constitución chilena, en su reforma de 1989, bajo la presión 
de la disidencia democrática en el proceso transicional del régimen autoritario 
a la democracia, que agregó al inciso segundo del artículo 5º una oración final, 
la cual determina que “Es deber de los órganos del Estado respetar y proveer tales 
derechos, garantizados por la Constitución, así como por los tratados internacionales 
ratificados por Chile y que se encuentren vigentes”, lo que posibilitó incorporar a la 
Carta Fundamental material el conjunto de atributos y garantías de los derechos 
asegurados y garantizados como atributos esenciales que emanan de la dignidad 
humana asegurados en tratados internacionales ratificados y vigentes. 

Estos derechos se caracterizan por su “fundamentalidad”, en la medida que 
constituyen, atributos fundados y derivados de la dignidad humana, los cuales 
constituyen como lo explicita la Constitución chilena en la frase inicial del artículo 
5º inciso 2º, una limitación al ejercicio de la soberanía, vale decir, del poder público 
del Estado, de sus órganos constituidos y de sus agentes de ejercicio. 

En una perspectiva de filosofía jurídica, tal limitación constituye, al decir de 
Luigi Ferrajoli, la esfera de lo indescidible22 o, según expresiones de Garzón Valdés23 
y de Carlos Santiago Nino24, el coto vedado, o de Norberto Bobbio y Michelangelo 

11   Reforma constitucional de 1994, art. 75, inciso 22.

12   Constitución de 2009, arts. 13.IV y 410.II

13   Reforma Constitucional de 2005, art. 5º.

14   Constitución de 1991, art. 93.

15   Reforma Constitucional de Costa Rica del año 2000, art. 48.

16   Constitución de 2008, arts. 10, 11, 41 y 57.

17   Constitución de Guatemala, art. 46.

18   Reforma constitucional de 2011, art. 1º.

19   Constitución de Nicaragua, art. 46.

20   Constitución de República Dominicana de 2011, arts. 38 y 74.

21   Constitución de Venezuela de 1999, arts. 19, 22 y 23.

22   Ferrajoli, Luigi (2008).

23   Garzón Valdés, Ernesto (2006).

24   Nino, Carlos Santiago (1989).
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Bobero de territorio inviolable, estableciendo la obligación jurídica de los poderes 
instituidos de abstenerse de generar disposiciones y conductas que obstaculicen 
el goce efectivo de los atributos y garantías que integran tales derechos. 

Tal perspectiva ha sido asumida como obligatoria para los Estados Partes del 
sistema interamericano conforme a la jurisprudencia de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos:

“La sola existencia de un régimen democrático no garantiza, per se, el permanente respeto 
del Derecho Internacional, incluyendo el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, 
lo cual ha sido considerado por la propia Carta Democrática Interamericana: La legiti-
mación democrática de determinados hechos o actos en una sociedad está limitada por las 
normas y obligaciones internacionales de protección de los derechos humanos reconocidos 
en tratados como la Convención Americana, de modo que la existencia de un verdadero 
régimen democrático está determinado por sus características tanto formales como sustan-
ciales, por lo que, particularmente en casos de graves violaciones a las normas del Derecho 
Internacional de los Derechos, la protección de los derechos humanos constituye un límite 
infranqueable a la regla de mayorías, es decir, a la esfera de lo ‘susceptible de ser decidido’ 
por parte de las mayorías en instancias democráticas, en las cuales también debe primar 
un control de convencionalidad, que es función y tarea de cualquier autoridad pública 
y no solo del Poder Judicial”25.

En nuestro Derecho nacional, la Corte Suprema, aplicando e interpretando la 
primera frase del inciso segundo del artículo 5º de la Constitución, en sentencia 
de 1998, ya había determinado:

“Que en la historia fidedigna del establecimiento de la norma constitucional del artículo 
5º inciso segundo, queda claramente establecido que la soberanía interna del Estado de 
Chile reconoce como límite los derechos que emanan de la naturaleza humana; valores 
que son superiores a toda norma que puedan imponer las autoridades del Estado, incluido 
el propio Poder Constituyente, lo que impiden sean desconocidos (Fallos del Mes Nº 446, 
sección criminal, página 2066, considerando 4º)”26. 

En otra sentencia de diciembre de 2006, la Corte Suprema recordó:

“Que, como lo ha señalado esta misma Corte Suprema en reiteradas sentencias, de la 
historia fidedigna del establecimiento de la norma fundamental contenida en el artículo 

25   Corte IDH. Caso Gelman vs. Uruguay, párrafo 239.

26   Sentencia de la Corte Suprema, Rol Nº 469-98, de fecha 9 de septiembre de 1998, citado por Cea 
Egaña, José Luis (2002), p. 236.
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5º de la Carta Fundamental, queda claramente establecido que la soberanía interna del 
Estado de Chile reconoce su límite en los derechos que emanan de la naturaleza huma-
na, ‘valores que son superiores a toda norma que puedan disponer las autoridades del 
Estado, incluido el propio poder constituyente, lo que impide sean desconocidos’ (S.C.S. 
30.1.2006)”27.

A su vez, el Tribunal Constitucional ha establecido como aplicación de las 
bases fundamentales de nuestro ordenamiento constitucional, especialmente del 
artículo 5º, inciso 2º, 

“[…] el respeto y promoción de los derechos esenciales del hombre, que son superiores y 
anteriores al Estado y a la Constitución, que no los crea sino que reconoce y asegura” […].

Agregando que 

“[…] estos preceptos no son meramente declarativos sino que constituyen disposiciones 
expresas que obligan a gobernantes y gobernados tanto en sí mismas, como también, en 
cuanto normas rectoras y vitales que coadyuvan a desentrañar el verdadero sentido y 
espíritu de las disposiciones de la Constitución”28.

La misma obligación jurídica que precisa el artículo 5º inciso 2º de la Cons-
titución se complementa con aquella que emana del corpus iuris interamericano 
vinculante para nuestros estados y todos sus órganos en virtud de la CADH 
para quienes somos estados partes de ella, especialmente las obligaciones gene-
rales emanadas de los artículos 1º y 2º de ella, de respeto, garantía y obligación 
jurídica de adecuación del ordenamiento jurídico nacional y las actuaciones de 
los órganos y agentes estatales a los estándares mínimos de derechos asegurados 
y garantizados por ella, ratificado ello por la jurisprudencia de la Corte Inte-
ramericana de Derechos Humanos en cuanto intérprete auténtico y final del 
corpus iuris interamericano, dimensión que no puede ser desconocida por los 
estados partes como lo especifica con radicalidad la resolución de supervisión 
del fallo Gelman v/s Uruguay29.

Así lo reconoce el Tribunal Constitucional en su sentencia Rol Nº 2492-13 
de 17 de junio de 2014, en sus considerandos 17 y 20, el cual asume en el con-
siderando 17 que se han establecido:

27   Sentencia de la Corte Suprema, Rol Nº 559-04, de fecha 13 de diciembre de 2006, considerando 22. 

28   Sentencia del Tribunal Constitucional, Rol Nº 943-07-INA, de 10 de junio de 2008, considerando 16.

29   Corte IDH. Caso Gelman vs. Uruguay. Supervisión de Cumplimiento de Sentencia. Resolución de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos de 20 de marzo de 2013.
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“[...] nuevos estándares en materia de justicia militar a partir de la obligación impuesta 
al Estado de Chile, incluyendo a esta jurisdicción constitucional, en orden al deber de 
respetar y promover los derechos garantizados por esta Constitución y por los tratados 
internacionales, ratificados y vigentes en Chile”.

En el considerando 20 de la sentencia considerada, el Tribunal Constitucional 
asume los estándares fijados por la jurisprudencia de la Corte IDH:

“Derecho a ser juzgado por tribunales ordinarios como punto de partida, pudiendo existir 
una jurisdicción militar restrictiva y excepcional, encaminada a la protección de intereses 
jurídicos especiales, las cuales son válidas para militares, en el caso de conductas delictivas 
típicas del ámbito militar y que lesionen bienes jurídicos militares gravemente atacados”. 

2. La concepción, fundamento, fuerza normativa 
y contenido del bloque constitucional de derechos

El bloque constitucional de derechos en Chile y América Latina no es equi-
valente al bloque de constitucionalidad desarrollado en Europa, inicialmente 
en Francia como “Bloc de constitutionalité”, o al bloque de constitucionalidad 
español30, ni tampoco con el bloque constitucional italiano. El primero, el blo-
que constitucional francés, ha ido evolucionando y actualmente se refiere a la 
Constitución de 1958, la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano 
de 1789, al preámbulo de la Constitución francesa de 1946 y a las leyes funda-
mentales de la República portadoras de principios y derechos. El segundo, el 
bloque español constituye una creación pretoriana del Tribunal Constitucional 
español, como es la sentencia 10/82, caracterizado por un contenido abierto e 
impreciso, siendo en una de sus versiones el conjunto de normas que posibilitan 
la delimitación competencial entre el Estado y las comunidades autónomas, 
siendo el parámetro para enjuiciar las normas que desarrollan competencias y 
que permiten enjuiciar su constitucionalidad, lo que posibilita determinar la 
Constitución territorial del Estado español, el que nada tiene que ver con la 
norma del art. 10.2 de la Constitución referente a la interpretación de dere-
chos fundamentales. El tercero, el bloque italiano (blocco di constituzonalittá), 
ha operado a través del concepto de norma interpuesta, el que permite una 
conformación del parámetro de constitucionalidad por normas formalmente 
constitucionales y que se complementa con normas interpuestas de distintos 

30   Favoreu, Louis; Rubio Llorente, Francisco y Pérez Royo, Francisco Javier (1991). 
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órdenes normativos a las cuales por reenvío se les otorga protección o cober-
tura constitucional, el cual se ha ido ampliando, especialmente con la reforma 
constitucional de 2001 al artículo 117 de la Constitución, asumiendo que las 
normas de la Convención Europea de Derechos Humanos conforman parte 
del parámetro constitucional de validez de las normas legales italianas, sin que 
adquieran fuerza normativa constitucional. Como señalan Zagrebelsky y Mar-
cenó31, la violación de la Constitución italiana se produce por la vulneración 
de sus enunciados normativos formalmente constitucionales y por normas que 
no son formalmente Constitución pero que esta protege.

Consideramos un error confundir el concepto de bloque de constitucionali-
dad en la perspectiva francesa o española con la concepción de bloque constitu-
cional de derechos fundamentales que hemos desarrollado en la doctrina chilena 
y a la que el Tribunal Constitucional chileno hace referencia en la sentencia 
citada de 2014. La confusión de ambos conceptos se encuentra en Chile en los 
trabajos de los profesores Francisco Zúñiga Urbina32 y Marisol Peña Torres33, 
los cuales en su análisis crítico del concepto de bloque constitucional de derechos 
olvidan que el concepto es bloque constitucional de derechos y no de normas 
sobre derechos, asumiendo una concepción formal de fuentes del derecho.

2.1. La concepción, fundamento 
y fuerza normativa del bloque constitucional de derechos

La concepción de bloque constitucional de derechos, que se denomina bloque 
de constitucionalidad en Colombia o bloque de regularidad constitucional en México 
y que preferimos denominar bloque constitucional de derechos fundamentales, por 
ser un concepto más preciso y con un sentido unívoco, tiene como elementos 
integrantes en América Latina solo enunciados materialmente constitucionales 
referentes a la Constitución de los derechos, vale decir, solo y únicamente a atributos 
y garantías de los derechos fundamentales. Tales derechos se encuentran asegurados 
por diversas fuentes: la Constitución y el derecho internacional, ya sea por incor-
poración formal a la Constitución de normas de principios generales del derecho 
internacional o tratados internacionales o por el hecho de integrar la Constitu-
ción material en virtud de normas de reenvío que la propia Carta Fundamental 

31   Zagrebelsky, Gustavo y Marcenó, Valeria (2012), p. 237. 

32   Zúñiga, Francisco (2008), pp. 826-827. 

33   Peña, Marisol (2012), pp. 591-613. 
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determina y que reconducen al derecho internacional que contienen atributos y 
garantías de derechos esenciales o fundamentales. 

Este bloque constitucional de derechos tampoco puede asimilarse a determina-
das interpretaciones que se traspasan al derecho constitucional nacional como 
paradigmas mentales que la Constitución no contempla y que se extraen de 
otros ordenamientos jurídicos como el español, refiriéndonos fundamentalmente 
al artículo 10.2 de la Constitución española, el cual determina que “las normas 
relativas a derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce, se 
interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y 
los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por Es-
paña”, disposición constitucional que opera como puente para asimilar atributos 
de derechos fundamentales contenidos en el derecho convencional internacional 
pero solo respecto de aquellos que la propia Carta Fundamental española reconoce 
expresamente como derechos fundamentales en el texto formal. Esta disposición, 
con la redacción limitadora que contiene, no existe en el Derecho Constitucional 
chileno, pero paradigmáticamente algunos operadores jurisdiccionales la hacen 
suya y mentalmente la traspasan al Derecho chileno, limitando artificialmente el 
potencial del bloque constitucional de derechos en nuestro constitucionalismo 
nacional.

El bloque constitucional de derechos fundamentales en Chile está constituido 
por los atributos y garantías de los derechos esenciales o fundamentales, asegurados 
directamente por la Constitución y por las normas de reenvío expresa y directa-
mente establecidas por ella y que remiten al Derecho Internacional convencional, 
constituyendo así un bloque de derechos que tienen una unidad indisoluble por 
su común fundamento que es la dignidad humana, siendo todos estos derechos 
atributos que emanan de la dignidad humana, como lo determinan tanto el propio 
texto fundamental como las fuentes del derecho internacional, principalmente 
las fuentes convencionales de este último. Basta en este sentido tener presente la 
Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos de Naciones Unidas y la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, especialmente en estos dos últimos su preámbulo.

El bloque constitucional de derechos fundamentales, en virtud de su unidad de 
naturaleza de constituir atributos y garantías que concretan derechos y tienen su 
fundamento en la dignidad humana reconocida constitucionalmente, constituye 
un bloque unificado sustantivo o material de atributos y garantías de los derechos, 
al cual la misma Carta Fundamental le reconoce una fuerza normativa superior, 
permitiendo que este bloque constituya una limitación para el ejercicio de la soberanía 
y de las competencias de los órganos constituidos del poder público estatal, como lo 
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determina expresamente la Constitución en su artículo 5º inciso 2º, debiendo 
todas las normas internas del Estado y todos los actos de sus órganos y autorida-
des estatales conformarse materialmente a los contenidos sustanciales de dicho 
bloque de derechos. 

La noción de bloque constitucional de derechos posibilita asumir el hecho de que 
la “Constitución de los derechos” es mucho más amplia que el texto constitucional 
formal, puesto que existen otros atributos y garantías de derechos fundamentales 
que no se encuentran en el texto formal de ella, pero que ella reconoce en su calidad 
de tales y los inserta como constitución material al remitir a los atributos y garantías 
de ellos asegurados por disposiciones que se encuentran contenidas en instrumentos 
que forman parte del derecho convencional internacional, como también lo deter-
mina y precisa en una perspectiva similar la Corte Constitucional de Colombia34.

El bloque constitucional de derechos fundamentales en Chile está así integrado 
por derechos asegurados directamente por disposiciones de la Constitución formal 
y por los atributos y garantías de derechos asegurados por normas de derecho 
internacional, los que se asumen como constitución material, ya que constituyen 
una sola unidad o bloque que obtienen su calidad de “fundamentalidad” de su 
derivación como atributos de la dignidad de la persona humana, teniendo todos 
ellos la aptitud y fuerza normativa para irradiar y orientar la totalidad del sistema 
jurídico nacional.

La norma constitucional del artículo 5º inciso 2º actúa como cláusula consti-
tucional de inclusión, la que autoriza la conformación de la unidad entre el pro-
pio texto formal de la Constitución en materia de derechos fundamentales y los 
atributos y garantías de los derechos que se aseguran por el derecho convencional y 
el derecho consuetudinario internacional, como asimismo por las normas impera-
tivas de ius cogens, cualquiera sea la fuente convencional o consuetudinaria en que 
estas últimas estén contenidas. Este bloque se integra, también, por los derechos 
implícitos o no enumerados, los cuales son explicitados por vía jurisprudencial, 
como ha ocurrido en el caso chileno, como en general en el derecho comparado 
europeo y latinoamericano. 

La Constitución, en esta nueva perspectiva, es una Carta Fundamental abierta 
al derecho internacional, no herméticamente cerrada sobre sí misma, como esta-
blecía el viejo y sobrepasado paradigma constitucional vigente hasta la primera 
mitad del siglo XX. 

34   Corte de Constitucionalidad, sentencia C-028, de 26 de enero de 2006. Expediente: D-5768. Magistrado 
Ponente: Humberto Antonio Sierra Porto. Citado en Londoño, César (2010), nota 35, p. 40.
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El bloque constitucional de derechos expresa también una regla de recono-
cimiento y restructuración del sistema de fuentes que permite identificar derechos 
fundamentales. Estas fuentes son las mismas disposiciones constitucionales que 
directamente aseguran derechos y que establecen su respeto, garantía y promo-
ción, como asimismo la norma de reenvío del artículo 5º inciso 2º de la Consti-
tución que reviste de constitucionalidad a los atributos y garantías de los derechos 
asegurados por las fuentes del derecho internacional válidamente incorporados al 
derecho interno, conformándose así un bloque unitario y sistemático de carácter 
permanente, con un mismo fundamento y con una misma fuerza normativa, 
constituyéndose en fuentes supremas del ordenamiento jurídico nacional. Dicho 
bloque de derechos se constituye en el núcleo sustantivo esencial o básico de la 
Constitución sin que ninguno de los derechos que lo integran tengan preferencia 
formal unos sobre otros, y donde las tensiones entre ellos se resuelven no en base 
al tradicional principio de jerarquía sino en virtud del “principio pro homine” 
o “favor persona”.

Dicho principio favor persona o pro homine tiene su fundamento en el artículo 
1º, incisos primero y cuarto, de nuestra Constitución, como, asimismo, de la 
norma de reenvío del artículo 5º inciso 2º al derecho internacional convencional 
que contenga derechos esenciales y sus garantías, dentro de los cuales se encuen-
tran las principales convenciones y tratados de derechos humanos, los cuales 
contienen el principio favor persona, como es el caso del artículo 5º del PIDCP 
de Naciones Unidas y el artículo 29, literal b, de la CADH, para solo señalar 
algunos de dichos tratados.

Es necesario explicitar que forman parte de este bloque también las hipótesis de 
limitación, de suspensión o de protección de derechos contenidas en algunas fuentes 
de derecho internacional convencional, las que sirven de pauta de control de los 
estándares mínimos que deben ser asegurados por el derecho interno conforme 
al principio favor persona.

Así el bloque constitucional de derechos fundamentales no solo implica un 
refuerzo de los derechos subjetivos de las personas, sino también fortalece la fun-
ción jurídico-positiva objetiva de los derechos en el orden constitucional. 

Dicho bloque obliga no solo al productor del derecho positivo interno sino 
también a los actores jurisdiccionales que lo interpretan y aplican, los cuales deben 
operar conforme al mismo35. 

35   Torres, Flor Alba y Toro, Óscar Augusto (2010), p. 27.
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Este bloque actúa complementando los atributos y garantías de derechos 
fundamentales formal y positivamente asegurados en la Constitución, con los 
atributos y garantías de derechos contenidas como estándares mínimos de dere-
chos en el ámbito internacional, posibilitando ampliar los atributos o garantías de 
derechos fundamentales que están expresamente contenidos en el derecho positivo 
constitucional chileno cuando se encuentran por debajo del estándar mínimo in-
ternacional vinculante; permite entender incorporados y protegidos los atributos 
y garantías de derechos fundamentales provenientes de fuente internacional en 
virtud de su común naturaleza de atributos derivados de la dignidad humana que 
no se encuentran formal y positivamente asegurados por el texto constitucional formal; 
ellos fijan márgenes y orientan a los órganos internos encargados de la producción 
normativa; fijan marcos a las políticas públicas que deben generar y concretar las 
autoridades gubernamentales; otorgan legitimidad, validez y eficacia sustancial a 
las normas internas de carácter primario o secundario de nuestro ordenamiento 
jurídico. 

2.2. El contenido del bloque constitucional de derechos

El bloque constitucional de derechos en Chile consideramos que está integrado 
por el conjunto de atributos y garantías de los derechos asegurados:

a) Directamente por la Constitución;
b) Por el derecho convencional internacional ratificado y vigente;
c) Por el derecho consuetudinario internacional;
d) Por los principios de ius cogens;
e) Por vía jurisprudencial que asegura derechos implícitos o no enumerados.
Obviamente, no es necesario abundar en la fuerza normativa de los derechos 

asegurados en el propio texto constitucional, los cuales, fuera de ser derechos 
subjetivos, son también componentes objetivos del orden constitucional.

2.2.1. La integración del bloque de derechos con los atributos 
y garantías de los derechos asegurados por tratados ratificados y vigentes a que 

reenvía el artículo 5º de la Constitución en su inciso 2º

Respecto de los atributos de los derechos y sus garantías contenidos en el 
derecho convencional internacional ratificado y vigente, estos son constitución 
material en virtud de la norma atributiva de fuerza normativa de reenvío del 
artículo 5º inciso segundo de la Constitución, constituyendo también limitaciones 
a la soberanía o potestad estatal.
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En tal perspectiva se ha pronunciado claramente la Corte Suprema de Justicia:
En sentencia de la Corte Suprema Rol Nº 3452-2006, precisa:

“[…] En definitiva los derechos humanos asegurados en un tratado se incorporan 
al ordenamiento jurídico interno, formando parte de la Constitución material ad-
quiriendo plena vigencia, validez y eficacia jurídica, no pudiendo ningún órgano 
del Estado desconocerlos y debiendo todos ellos respetarlos y promoverlos, como 
asimismo protegerlos a través del conjunto de garantías constitucionales destinadas 
a asegurar el pleno respeto de los derechos. Esta obligación no solo deriva del men-
cionado artículo 5º, sino también del artículo inciso primero y cuarto, del artículo 
19 Nº 26 de la Carta Magna y de los mismos tratados internacionales […]”36.

En otra sentencia Rol Nº 4183-06, de dieciocho de abril de 2007, la Corte 
Suprema, reitera la misma perspectiva, señalando:

“Décimo: Que, a lo anterior, y conforme la norma de reenvío contenida en el artículo 
5º de la Constitución, debe extenderse el reconocimiento con rango constitucional del 
derecho de defensa, también a los derechos garantizados por los tratados internacio-
nales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, como son los artículos 11.1 
de la Declaración Universal de Derechos Humanos, que señala […]; el artículo 14.3 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, […]; el artículo 8.2 de la 
Convención Americana de Derechos Humanos, en cuanto expresa: ‘[…]; de todo lo 
anterior, se puede sostener que se trata de un derecho fundamental, como gozar de 
la defensa técnica que lleva a cabo el abogado defensor, y que comprende la facultad 
de intervenir en el procedimiento penal y de llevar a cabo en él todas las actividades 
necesarias para poner en evidencia la eventual falta de potestad penal del Estado o 
cualquier circunstancia que la excluya o la atenúe, por ello en interés de la trans-
parencia del proceso penal, y para el hallazgo de la verdad, constituye un requisito 
procesal esencial de todo juicio’”37.

El Tribunal Constitucional, entre otras sentencias, como en la identificada 
con el Rol Nº 1340-2009, protege el derecho a la identidad, no asegurado por el 
texto constitucional formal, determinando:

“[…] que aun cuando la Constitución chilena no reconozca en su texto, el derecho a la 
identidad, ello no puede constituir un obstáculo para que el juez constitucional le brinde 
adecuada protección precisamente por su estrecha vinculación con la dignidad humana y 

36   Caso “Ricardo Troncoso Muñoz y otros” (2007), considerando 66º.

37   Caso Ricardo Troncoso Muñoz y otros” (2007), considerando 10º.
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porque se encuentra protegido expresamente en diversos tratados internacionales ratificados 
por Chile y vigentes en nuestro país”38.

El Tribunal Constitucional en sentencia de 201439, en el considerando 7º de 
ella, asume los atributos de los derechos asegurados por el corpus iuris interame-
ricano, ya sea en su aplicación directa como “fundante del bloque constitucional 
de derechos” o como “elemento interpretativo determinante en la plena acepción de 
los derechos que reconoce la Constitución” […].

Precisando:

“Que, entonces, la significación de tales derechos en los referidos instrumentos no puede 
desatenderse en el presente juzgamiento, sea que se estime su aplicación directa como 
norma fundante del bloque constitucional de derechos, sea que se entienda su contenido 
como una referencia o elemento interpretativo determinante en la plena acepción de los 
derechos involucrados que reconoce la Constitución Política”.

El respeto, aseguramiento y promoción de los atributos y garantías de los 
derechos precisados en el derecho internacional convencional ratificado, a su 
vez, lleva a la obligación jurídica de los órganos estatales nacionales a concretar 
el control de convencional40, derivado de las obligaciones contempladas en la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, en el estándar mínimo previsto 
en el corpus iuris interamericano.

Dejemos señalado al respecto, brevemente, ya que no es esta la materia central 
de este artículo, que el control de convencionalidad emana de las obligaciones 
asumidas por el Estado chileno respecto de la CADH, respecto de las obliga-
ciones generales de respeto y garantía de los derechos asegurados por ella (art. 
1º), el deber de adecuar el ordenamiento jurídico interno y las actuaciones de 
sus autoridades y funcionarios a las obligaciones convencionales (art. 2º); el de 
interpretar los derechos conforme a las reglas del artículo 29; el reconocer a la 
Corte Interamericana como intérprete auténtico y final de la Convención (art. 
62.3), complementado por el reconocimiento expreso de dicha obligación en el 
decreto Nº 873 de 5 de enero de 1991, en que se “reconoce como obligatoria de pleno 
derecho la competencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos respecto de 

38   Sentencia del Tribunal Constitucional Rol Nº 1340-2009, de 29 de septiembre de 2009, considerando 9º.

39   Sentencia del Tribunal Constitucional, Rol Nº 2493-13-INA, de 6 de mayo de 2014, considerando 7º.

40   Sobre la materia ver Albanese, Susana. Coord. (2008). Ferrer, Eduardo. Coordinador (2014). 
Hitters, Juan Carlos (2009), pp. 109-128. Nogueira, Humberto (2013a). Sagüés, Néstor Pedro (2010), 
pp. 117-136.
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los casos relativos a la interpretación de esta Convención de conformidad con lo que 
dispone su artículo 62”; como asimismo el carácter de cosa juzgada de los fallos 
de la Corte y su cumplimiento como obligaciones de resultado (arts. 67 y 68).

El corpus iuris interamericano está asumido por el artículo 29 literal d) de la 
CADH, el cual determina: 

“Ninguna disposición de la presente Convención puede ser interpretada en el sentido de:
[...]  d) excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaración Americana de 
Derechos y Deberes del Hombre y otros actos internacionales de la misma naturaleza”.

Así la Corte IDH ha aplicado las Convenciones sobre Relaciones Consulares 
de donde se ha extraído como parte del debido proceso el derecho a la asistencia 
consular; se ha aplicado el Convenio 169 de la OIT en casos de pueblos origina-
rios; se ha aplicado la Convención sobre Derechos del Niño, las Convenciones 
complementarias del sistema interamericano ratificadas por los Estados Partes, entre 
otras. La Corte IDH ha precisado en el caso Masacres de Río Negro vs. Guatemala 
que el control de convencionalidad ex officio que deben realizar los órganos del 
Estado parte y los tribunales del mismo es “entre las normas internas y los tratados 
de derechos humanos de los cuales es Parte el Estado […]”41, perspectiva que es 
reiterada en otros casos, dentro de los cuales puede citarse el caso Gudiel Álvarez 
y otros (Diario Militar) vs. Guatemala42 y el caso Mendoza y otros vs. Argentina43.

Dicho control de convencionalidad lo deben ejercer todos los órganos y au-
toridades del Estado Parte, incluidos sus jueces y demás órganos vinculados a la 
administración de justicia en todos los niveles, el cual se concreta en el marco de 
sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes, 
entre las normas internas y la Convención Americana, ex officio, interpretando y 
aplicando el corpus iuris interamericano conforme a la interpretación auténtica 
determinada por la CIDH44.

La Corte IDH se ha referido a la materia en los dos últimos casos chilenos 
que ha debido resolver: el caso Atala Riffo y niñas vs. Chile, de 24 de febrero de 
2012, párrafo 282-284, y el caso Norín Catrimán y otros (dirigentes, miembros y 
activistas del pueblo indígena mapuche) vs. Chile. (2014), párrafo 436.

41   Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro vs. Guatemala (2012), párrafo 262.

42   Corte IDH. Caso Gudiel Álvarez y otros (Diario Militar) vs. Guatemala (2012), párrafo 330.

43   Corte IDH. Caso Mendoza y otros vs. Argentina (2013), párrafo 221.

44   Nogueira, Humberto (2013a), pp. 240-241.
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En el párrafo 282 del caso Atala Riffo, la Corte IDH ha precisado que:

“282. Los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles 
están en la obligación de ejercer ex officio un ‘control de convencionalidad’ entre las normas 
internas y la Convención Americana, en el marco de sus respectivas competencias y de las 
regulaciones procesales correspondientes. En esta tarea, los jueces y órganos vinculados a la 
administración de justicia deben tener en cuenta no solamente el tratado, sino también 
la interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de 
la Convención Americana”.

Así lo están asumiendo en el último tiempo tanto la Corte Suprema como el 
Tribunal Constitucional.

La Corte Suprema, en su sentencia Rol Nº 3452-2006, precisa:

“[…] En definitiva los derechos humanos asegurados en un tratado se incorporan al 
ordenamiento jurídico interno, formando parte de la Constitución material adquirien-
do plena vigencia, validez y eficacia jurídica, no pudiendo ningún órgano del Estado 
desconocerlos y debiendo todos ellos respetarlos y promoverlos, como asimismo protegerlos 
a través del conjunto de garantías constitucionales destinadas a asegurar el pleno respeto 
de los derechos. Esta obligación no solo deriva del mencionado artículo 5º, sino también 
del artículo primero y cuarto, del artículo 19 Nº 26 de la Carta Magna y de los mismos 
tratados internacionales […]”45.

En esta perspectiva puede señalarse también, a manera ejemplar, la sentencia 
de la Corte Suprema, Rol Nº 9031-2013 de noviembre de 2013, en la cual se 
resuelve la extradición de una persona de nacionalidad boliviana requerida por 
la justicia argentina. Al respecto y razonando sobre la materia, la Corte Suprema 
aplica control de convencionalidad, señalando que:

“(…) efectivamente todo juez está llamado a efectuar un control de respeto y efectiva 
vigencia de las garantías fundamentales de los imputados que comparecen ante él, en 
todos los trámites previos de la actuación policial, como de la investigación, instrucción y 
juicio, además de prestarles reconocimiento y eficacia en sus determinaciones. Es el control 
de constitucionalidad y de convencionalidad”46.

45   Caso Ricardo Troncoso Muñoz y otros. (2007), Corte Suprema, 6 de abril de 2007, Rol Nº  4183, 
considerando 66.

46   Corte Suprema. Sentencia Rol Nº 9031-2013, de 9 de noviembre de 2013, considerando 12.
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En la misma sentencia y considerando, la Corte Suprema precisa:

“La función que le corresponde a los jueces nacionales en este control, en el ámbito in-
terno de los países y en el juzgamiento de los conflictos particulares que conocen, deben 
velar por el respeto y efectiva vigencia de la garantía que importa el reconocimiento de 
los derechos humanos como estándar mínimo que deben concretar los estados por el hecho 
de ser partes del sistema internacional. Lo anterior constituye una obligación consustan-
cial al ejercicio de la jurisdicción y en nuestro país es parte de la función conservadora 
de que están investidos todos los tribunales, especialmente, sus instancias superiores. La 
consecuencia inmediata es la obligación de observar los derechos previstos en la Carta 
Política, en los tratados internacionales, en el derecho internacional consuetudinario y 
ius cogens, dándole aplicación directa a sus disposiciones, como profundizar su contenido 
mediante una interpretación que atiende a los motivos, objeto y fin de las disposiciones 
y principios que las inspiran, de manera sistemática conforme a las circunstancias de 
contexto y específicas del caso”47.

Por otra parte, el Tribunal Constitucional, en sentencia de 6 de mayo de 201448, 
en el considerando 7º de ella, asume los atributos de los derechos asegurados por 
el corpus iuris interamericano, precisando:

“Que, entonces, la significación de tales derechos en los referidos instrumentos no puede 
desatenderse en el presente juzgamiento, sea que se estime su aplicación directa como 
norma fundante del bloque constitucional de derechos, sea que se entienda su contenido 
como una referencia o elemento interpretativo determinante en la plena acepción de los 
derechos involucrados que reconoce la Constitución Política”.

A su vez, el Tribunal Constitucional, en sentencia de junio de 201449, reafirma 
en su considerando 9º, como ya lo había hecho en la sentencia anteriormente 
mencionada:

“Que, en un fallo reciente, esta Magistratura ha sostenido que la aplicación de la norma 
aquí impugnada es inconstitucional, pues ‘provoca una vulneración de los derechos a ser 
oído por un juez competente, a la publicidad del proceso y a ser juzgado por un tribunal 
independiente e imparcial, con transgresión de los preceptos contenidos en el artículo 8º 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y en el artículo 19, Nº 3º, de 
la Constitución Política de la República’ (STC Rol Nº 2493, considerando noveno)”.

47   Corte Suprema. Sentencia Rol Nº 9031-2013, de 9 de noviembre de 2013, considerando 12.

48   Sentencia del Tribunal Constitucional, Rol Nº 2493-13-INA, de 6 de mayo de 2014, considerando 7º.

49   Sentencia del Tribunal Constitucional, Rol Nº 2492-13, de 17 de junio de 2014.
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El Tribunal Constitucional, en la sentencia comentada, Rol Nº 2492-13 de 
junio de 2014, en su considerando 17, reconoce que la jurisprudencia de la Corte 
IDH vincula al Estado chileno y al propio Tribunal Constitucional en cuanto 
establece estándares mínimos de derechos superiores a los consagrados en la le-
gislación interna, cuando determina la existencia de:

“[...] nuevos estándares en materia de justicia militar a partir de la obligación impuesta 
al Estado de Chile, incluyendo a esta jurisdicción constitucional, en orden al deber de 
respetar y promover los derechos garantizados por esta Constitución y por los tratados 
internacionales, ratificados y vigentes en Chile”.

Sobre esta materia puede examinarse también la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional en el período de 2006-2010, para lo cual remitimos al artículo 
publicado en Revista Chilena de Derecho de 201250.

2.2.2. Los atributos y garantías de los derechos 
asegurados por el derecho consuetudinario internacional

En la materia, la Corte Suprema ha asumido en diversas sentencias que el 
derecho consuetudinario internacional se incorpora directamente a nuestro or-
denamiento jurídico en forma automática, debiendo asumirse las obligaciones 
jurídicas que este determina.

Así, la Corte Suprema, en la sentencia Rol Nº 3125-04, de fecha 13 de marzo 
de 2007, en el considerando 36 precisa:

“Trigésimo sexto: Que al respecto esta Corte ha reconocido en variadas oportunidades 
que los principios del derecho internacional y las normas del derecho consuetudinario 
forman parte del ordenamiento jurídico chileno con primacía sobre las leyes internas. 
En efecto, en el caso denominado Lauritzen con Fisco este tribunal sostuvo ‘que aún en 
el supuesto de que pudieren tener aplicación las leyes internas, los principios del Derecho 
Internacional tienen prevalencia en estos casos’ (Revista de Derecho y Jurisprudencia, 
Tomo LVI, segunda parte, sección cuarta, p. 66).
Igualmente, se ha declarado que el derecho internacional, aun consuetudinario, tiene 
prevalencia sobre la legislación nacional, a pesar que el primero no se encuentre tradu-
cido en tratados o convenciones obligatorias para Chile, sino solamente en los principios 
de derecho internacional generalmente aceptados, los que se entienden automáticamente 
incorporados en el derecho chileno, sin necesidad de un acto de recepción por parte de los 

50   Nogueira Alcalá, Humberto (2012), pp. 149-187.
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órganos del Estado. Afirmando que es inaceptable en derecho que un tratado internacional 
pueda ser modificado por un acto unilateral de uno de los contratantes (Revista de Derecho 
y Jurisprudencia, tomo LII, segunda parte, sección primera, p. 478; Revista Fallos del 
Mes, septiembre de mil novecientos sesenta y nueve, páginas 223 a 224 y junio de mil 
novecientos setenta y cinco, página 90 y Alfredo Etcheberry O.: “El Derecho Penal en la 
Jurisprudencia”, tomo I, Parte General, Editorial Jurídica de Chile, reimpresión de la 
segunda edición, Santiago, Chile, año dos mil dos, pp. 38 y 39)”. 

2.2.3. Los atributos y garantías de los derechos 
implícitos o no enumerados asegurados por vía jurisprudencial

La jurisprudencia tanto del Tribunal Constitucional como de la Corte Suprema 
han asumido la existencia de derechos implícitos o no enumerados en el texto 
formal de la Constitución, los cuales se deducen de la afirmación de la dignidad 
de la persona humana asegurada constitucionalmente como atributos específicos 
derivados de ella y de principios constitucionales que son explicitados por vía de 
la jurisdicción constitucional51. 

El Tribunal Constitucional en 1995 ya había reconocido explícitamente la 
existencia de derechos implícitos en nuestro ordenamiento constitucional en 
su sentencia Rol Nº 226 de 30 de octubre de 1995, considerando 25, donde 
determina: 

“[...] la doctrina como nuestra Constitución Política reconocen la existencia de derechos, 
aunque no estén consagrados en el texto constitucional, a menos que esta consagración 
implique una violación a las normas fundamentales.
Esta última expresión significa que los hombres son titulares de derechos por ser tales, 
sin que sea menester que se aseguren constitucionalmente para que gocen de la protección 
constitucional”52. 

Asimismo, el Tribunal Constitucional en diversas sentencias asegura el derecho 
implícito o no enumerado a la identidad, entre ellas el fallo Rol Nº 834, considerando 
22º y la sentencia Rol Nº 1340-09 de 2009, considerando 9º.

La Corte Suprema, en su sentencia Rol Nº 4069-2013, de 6 de noviembre de 
2013, determina el carácter de derecho implícito del derecho de acceso a la infor-
mación pública como manifestación de la libertad de información, precisando que:

51   Ver Rey Martínez, Fernando (2010); Modugno, Franco (1995).

52   Sentencia del Tribunal Constitucional, Rol Nº 226, de 30 de octubre de 1995, considerando 25º.



323Estudios Constitucionales, Año 13, Nº 2
2015, pp. 301-350

El bloque constitucional de derechos en Chile, el parámetro de control

y consideraciones comparativas con Colombia y México: doctrina y jurisprudencia

“La Carta Fundamental asegura el derecho de acceso a la información pública como una 
manifestación de la libertad de información, el que se encuentra reconocido en el artículo 
19 Nº 12 del Código Político –aunque no en forma explícita– como un mecanismo 
esencial para la plena vigencia del régimen democrático y de la indispensable asunción 
de responsabilidades, unida a la consiguiente rendición de cuentas que éste supone por 
parte de los órganos del Estado hacia la ciudadanía, sin perjuicio que representa, además, 
un efectivo medio para el adecuado ejercicio y defensa de los derechos fundamentales de 
las personas”.

La Corte Suprema, en sentencia Rol Nº 2506-2009, ha reconocido como 
derecho implícito, el derecho a la propia imagen:

“Sexto: Que, en lo tocante al resguardo constitucional del derecho a la propia imagen, a 
que precisamente tiende la acción propuesta en autos, es cierto que el artículo 20 de la 
Carta Fundamental no lo enumera determinadamente entre las garantías susceptibles de 
ampararse por ese arbitrio cautelar; empero, tanto la doctrina, como la jurisprudencia 
coinciden en que su protección deviene procedente y encuadra en el artículo 19 Nº 4 de la 
Constitución, por encontrarse implícitamente comprendida en el atributo de privacidad 
de la persona, que esa norma se encarga de tutelar”53.

La Corte Suprema, en sentencia Rol Nº 3514-2014 determina también la 
existencia del derecho de huelga como derecho constitucional implícito en el artículo 
19 Nº 16 de la Carta Fundamental, explicitando:

“Así el prisma sistemático conduce forzadamente […] a aseverar que el derecho [de huelga] 
de esta manera [se encuentra] implícito en el catálogo de derechos” 54.

2.2.4. Los derechos asegurados por los principios de ius cogens

Tanto la Corte Suprema como el Tribunal Constitucional han asumido la 
incorporación automática y directa de los principios imperativos de ius cogens55 al 
derecho interno.

53   Sentencia de la Excma. Corte Suprema, Rol Nº 2506-2009, caso Christian Antonio Caroca Rodríguez, 
de 24 de marzo de 2009, considerando 6º.

54   Sentencia de la Excma. Corte Suprema, Rol Nº 3514-2014, de 4 de diciembre de 2014, considerando 
23; también pueden verse considerandos 28º y 30º.

55   Sobre principios de ius cogens pueden verse, entre otros, los siguientes trabajos: Suy, Eric (1976); Gómez 
Robledo, Antonio (1981); Bassiouni, M. Cherif (1996); Friedrich, Tatiana Scheila (2004); Díaz, Regina 
(2014).
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La incorporación directa e inmediata del ius cogens lo ha asumido la Corte 
Suprema a partir de diciembre de 200656, y lo explicita con mayor claridad en 
sentencia de marzo de 2007:

“Trigésimo primero: Que la indicada consagración del derecho de gentes y su aceptación 
permite considerar que existía a la época del hecho criminoso de autos, un sistema de 
protección de derechos obligatorio para el Estado de Chile, independientemente del con-
sentimiento expreso de las naciones vinculadas y que se conoce como reglas imperativas de 
derecho internacional o ‘ius cogens’. Tales patrones se imponen a los Estados y prohíben 
los crímenes de lesa humanidad, incluso durante el desarrollo de conflictos de carácter 
internacional o internos. Este derecho perentorio internacional implica el rechazo ‘in 
limine’ por las naciones civilizadas de injustos que repugnan a la conciencia humana y 
que constituyen crímenes contra la humanidad. 
Dichas disposiciones conforman el derecho internacional preceptivo el cual junto con el 
derecho internacional convencional, forman parte integrante del derecho chileno. 
Por lo tanto, las máximas de ius cogens son disposiciones a partir de las cuales surgen 
obligaciones erga omnes, las que no pueden ser dejadas sin efecto o modificadas por un 
acuerdo entre Estados sino únicamente por una norma posterior que, al mismo tiempo, 
ostente el carácter de imperiosa”57.

La incorporación directa e inmediata de los principios de ius cogens los ha 
recepcionado con carácter imperativo también la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional en sentencia de octubre de 2014, donde conceptualiza el ius 
cogens como:

“[...] un precepto imperativo o perentorio inderogable de Derecho Internacional Público, 
que no admite exclusión ni alteración de su contenido por fuente alguna de Derecho Inter-
nacional, ni mucho menos por fuente de derecho interno o acto de autoridad nacional”58.

2.2.5. Algunas consideraciones finales sobre el bloque constitucional de derechos

El bloque constitucional de derechos fundamentales asegura así, en virtud de su 
fuerza normativa, derechos que limitan el ejercicio de la soberanía, como asimismo 

56   Sentencia de la Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, Rol Nº 559-04, Caso Molco, de fecha 13 de 
diciembre de 2006.

57   Sentencia de la Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, Rol Nº 3125-04, de fecha 13 de marzo de 2007, 
considerandos 31-32. Ver también sentencia Corte Suprema, Rol Nº 9031-2013, de 19 de noviembre de 
2013, considerando 12º.

58   Sentencia del Tribunal Constitucional, Rol Nº 2615-14-INA, 30 de octubre de 2014, considerando 10º.
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la obligación constitucional de todos los órganos y agentes del Estado de respetar, 
asegurar y garantizar tales derechos dentro de sus respectivas competencias, como 
asimismo de promover su ejercicio efectivo, por tanto, la obligación jurídica de 
remover los obstáculos que impiden tal ejercicio, debiendo adoptar todas las 
medidas y políticas a su alcance para el adecuado disfrute de los derechos por 
todas las personas, ello implica y alcanza al gobierno y al Congreso, los que deben 
desarrollar políticas públicas y proyectos legales que garanticen la efectividad de 
tales derechos, teniendo presente la indivisibilidad e interdependencia de los de-
rechos determinada por Naciones Unidas en la Proclamación de Teherán de 13 
de mayo de 1968 y en la resolución Nº 32/130 de 197759.

Por último, el bloque constitucional de derechos fundamentales no solo obliga 
a los poderes públicos, sino también a los poderes privados, personas jurídicas 
y personas naturales, como a todo cuerpo intermedio de la sociedad, los cuales 
deben ajustar sus normas y actuaciones al respeto y garantías de los derechos ase-
gurados por el Bloque Constitucional de Derechos Fundamentales, los cuales les 
son indisponibles, generando así dicho bloque una fuerza irradiante respecto de 
todas las normas y actos de particulares, generando una función ordenadora que 
asegure una convivencia armónica de los miembros de la sociedad en el efectivo 
ejercicio y disfrute de los derechos fundamentales, favoreciendo una mayor calidad 
de vida humana de todas las personas.

2.3. La interpretación del bloque constitucional de derechos 
fundamentales conforme al principio pro homine o favor persona

Las tensiones entre los derechos que integran el bloque constitucional de 
Derechos Fundamentales tienen como norma positiva común para su resolución 
la que contiene el artículo 29 literal b) de la Convención Americana de Dere-
chos Humanos, derecho positivo vinculante para todos los Estados Partes de la 
CADH, cuando dichos Estados no lo hayan establecido en su Constitución, tal 
es el principio favor persona60, fuera de la perspectiva del criterio de jerarquía, ya 
que el tema a resolver es sustantivo y no formal, el que crecientemente se ha ido 
incorporando a los textos constitucionales para otorgar seguridad jurídica de su 

59   Sobre la materia ver, Vásquez, Luis Daniel y Serrano, Sandra (2011). 

60   Ver Amaya Villareal, Álvaro Francisco (2005); Bidart Campos, G. (2001); Caballero, José Luis (2011); 
Carpio Marcos, Edgar (2004 a); Castilla, Karlos (2009); Henderson, Humberto (2004); Medellín 
Urquiaga, Ximena (2013); Pinto, Mónica (1997), y Salvioli, Fabián (2003). 
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correcta utilización en Latinoamérica61. En Chile, desde una perspectiva doctrinal 
ha sido abordado recientemente62, como asimismo ha tenido aplicación jurisdic-
cional por parte de la Corte Suprema de Chile63 y del Tribunal Constitucional64.

En la doctrina es un punto relativamente pacífico que el principio favor persona, 
tanto en Chile como en muchos otros estados latinoamericanos, tiene rango y 
fuerza normativa constitucional65, al deducirse como un postulado o principio 
de la afirmación del respeto, garantía y promoción de los derechos humanos que 
deben concretar los órganos y autoridades del Estado, contenido en las constitu-
ciones positivas, en el caso chileno, teniendo como fundamento constitucional 
positivo los incisos primero y cuarto del artículo 1º de la Constitución y el artículo 
5º inciso 2º, como asimismo, del deber de interpretar los derechos como estados 
partes de la CADH, conforme al artículo 29 b) de dicha Convención y la inter-
pretación del mismo hecha por la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
como interpretación auténtica y final de la Convención66.

Dicho principio opera con dos vertientes, una de carácter interpretativo y otra 
de carácter normativo67. En la primera ella requiere que la interpretación de los 
derechos se realice en aquella versión que les otorgue el máximo de potencialidad 
y ejercicio efectivo por parte de las personas, como asimismo que sus limitaciones 
o restricciones legítimas solo pueden ser entendidas en sentido estricto. En la ver-
tiente normativa exige que ante dos normas que aseguran derechos fundamentales, 
debe preferirse la norma que asegura y garantiza más ampliamente los atributos 
y garantías del respectivo derecho, no importando la jerarquía de ella, sea norma 
constitucional o de derecho internacional convencional vinculante. 

El principio pro homine o favor persona constituye un fin que gobierna la 
interpretación de derechos fundamentales, constituye un telos en materia de 
derecho constitucional sustantivo en cuanto concretiza la dignidad humana y 
favorece el goce efectivo de los derechos por todas las personas, fin que está pre-

61   Ver Constitución de Venezuela, arts. 19 y 23; Constitución de Ecuador de 2009, art. 11 Nº 5; Cons-
titución de Bolivia de 2009, art. 256; Constitución de la República Dominicana de 2010, art. 74 Nº 4; 
Constitución de México reformada en 2011, art. 1º.

62   Nash Rojas, Claudio (2013); Peña Torres, Marisol (2013); Muñoz Gajardo, Sergio (2014).

63   Muñoz Gajardo, Sergio (2014), pp. 198-202.

64   Peña Torres, Marisol (2013), pp. 140-151. 

65   En el mismo sentido, Peña Torres, Marisol (2013), pp. 133.

66   Artículo 62 inciso 3º CADH. 

67   Sagüés, Néstor Pedro (2002).
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cisado en la Constitución chilena en su artículo 1º que encabeza las Bases de la 
Institucionalidad. 

3. El bloque de constitucionalidad en Colombia y México

Esta perspectiva reseñada del bloque constitucional de derechos fundamentales 
es común también en el constitucionalismo colombiano como mexicano, con 
matices, los cuales serán objeto de análisis sucinto en este párrafo.

3.1. El bloque de constitucionalidad en Colombia

En Colombia, el bloque de constitucionalidad ha sido sistematizado por la 
doctrina68 y desarrollado ampliamente por la jurisprudencia de la Corte Cons-
titucional.

Londoño, en el ámbito constitucional colombiano, afirma que el bloque de 
constitucionalidad “es una pluralidad de normas conformadas de manera siste-
mática por medio de los contenidos formales de la Norma Fundamental y de las 
reglas de derecho que se le adjuntan a través de la cláusula de inserción prevista 
por la misma Norma Fundamental formal constituyendo el fundamento de la 
legitimidad, validez y eficacia del sistema jurídico”69.

Como señala Rodrigo Uprimi, el bloque de constitucionalidad parte del 
supuesto de que “las normas constitucionales no son solo aquellas que aparecen 
expresamente en la Carta sino también aquellos principios y valores que no figuran 
directamente en el texto constitucional pero a los cuales la propia Constitución 
remite”70.

La norma constitucional que abre dicha perspectiva en el ordenamiento ju-
rídico colombiano es el artículo 93, el cual precisa:

“Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los 
derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción, prevalecen 
en el orden interno. 
Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad con los 
tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia”.

68   Londoño, César (2010); Olano García, Hernán Alejandro (2005); Rammelli, Alejandro (2004); Uprimy 
Yepes, Rodrigo (2007); Vergara Cortés, Rodrigo (2000), y Quinche, M. (2012).

69   Londoño, César (2010), p. 47.

70   Uprimny, Rodrigo (2008), p. 25.
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En forma similar al artículo 5º inciso 2º en el caso chileno, el artículo 93 de 
la Constitución colombiana, opera como cláusula de remisión o reenvío expreso 
y de inserción en la Constitución, la cual, en cuanto norma jurídica constitucio-
nal positiva, “define la posibilidad del acoplamiento de normas no previstas en la 
Constitución, pero que resultan importantes dada su trascendencia fundacional”71. 

Como señala Quinche, el bloque de constitucionalidad permite entender que 
la Constitución Política no se agota en su articulado, sino que implica la inte-
gración de otras normas, siendo el mecanismo o instrumento que permite dicha 
integración “la remisión expresa que haga una norma constitucional, hacia otro 
sistema de normas”72. Esta remisión expresa se encuentra en el artículo 93 de la 
Constitución colombiana, sin perjuicio de otras tres disposiciones normativas de 
ella, como son los artículos 53, que reenvía a los convenios internacionales del 
trabajo debidamente ratificados; 94, referente a los derechos innominados, no 
enumerados o implícitos inherentes a la persona humana que no figuren expre-
samente en la Constitución y los tratados internacionales vigentes, y 214 que se 
remite al respeto del derecho internacional humanitario.

En base a tal disposición constitucional se desarrolla el bloque constitucional 
estricto sensu como señala la Corte Constitucional73, el cual está integrado por las 
normas positivas y formalmente constitucionales referentes a derechos funda-
mentales; el preámbulo que plasma la axiología de la Constitución; las normas y 
principios de interpretación de los derechos conforme con los tratados de derechos 
humanos ratificados por Colombia como determina el artículo 93 constitucional; 
los derechos asegurados por tratados y convenios internacionales ratificados por el 
Congreso, que reconocen derechos humanos y que prohíben su limitación en los 
estados de excepción, los cuales prevalecen en el orden interno; los instrumentos 
sobre derecho internacional humanitario, los derechos innominados o implícitos, 
los principios imperativos de ius cogens. 

Como señala la Corte Constitucional de Colombia, en su sentencia C-225/95:

“[...] el único sentido razonable que se puede conferir a la noción de prevalencia de los tra-
tados de derechos humanos y de derecho internacional humanitario (CP 93 y 214 Nº 2) es 
que éstos forman con el resto del texto constitucional un ‘bloque de constitucionalidad’, cuyo 

71   Londoño, César (2010), p. 52

72   Quinche, Manuel (2010), p. 84

73   Corte de Constitucionalidad, Sentencia C-1001, de 3 octubre de 2005. Sentencia C-295 de 1993. 
Magistrado Ponente: Carlos Gaviria Díaz.
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respeto se impone a la ley. En efecto, de esa manera se armoniza plenamente el principio de 
supremacía de la Constitución, como norma de normas (C.P. artículo 4º), con la prevalencia 
de los tratados ratificados por Colombia, que reconocen los derechos humanos y prohíben su 
limitación en los estados de excepción (C.P., artículo 93)” (Fundamento Jurídico Nº 12).

La Corte de Constitucional, en la sentencia C-225 de 1995, caracterizó el 
bloque de constitucionalidad como una unidad jurídica compuesta por normas 
y principios que,

“[…] sin aparecer formalmente en el articulado del texto constitucional, son utilizados como 
parámetros de control de constitucionalidad de las leyes, por cuanto han sido normativamente 
integrados a la Constitución, por diversas vías y por mandato de la propia Constitución. 
Son pues verdaderos principios y reglas de valor constitucional, esto es, son normas situadas 
en el nivel constitucional, a pesar de que puedan a veces contener mecanismos de reforma 
diversos al de las normas del articulado constitucional stricto sensu”74.

También la Corte Constitucional colombiana, en sentencia T-483 de 1999, 
señala que los dispositivos del bloque de constitucionalidad son:

“[…] eje y factor de unidad y cohesión de la sociedad y la condición de ocupar con ellos el 
máximo peldaño de la escala normativa obliga a que toda legislación interna acondicione 
su contenido y ajuste sus preceptos a los estatutos por aquellos adoptados, pues estos irra-
dian su potestad sobre todo el ordenamiento normativo […] la Carta Política tiene una 
capacidad de irradiación sobre la interpretación de las leyes y de los contratos celebrados 
por particulares, pues […] los derechos fundamentales de los ciudadanos constituyen un 
marco valorativo que impregna y condiciona todos los actos jurídicos celebrados por los 
coasociados”75.

A su vez, la Corte Constitucional Colombiana ha establecido las funciones 
que desempeña el bloque de constitucionalidad en Colombia: 

“Las normas que forman parte del bloque de constitucionalidad cumplen diversas funciones 
dentro del ordenamiento jurídico colombiano; […] una función interpretativa –sirve 
de parámetro guía en la interpretación del contenido de las cláusulas constitucionales y 
en la identificación de las limitaciones admisibles a los derechos fundamentales–, y una 
función integradora –provisión de parámetros específicos de constitucionalidad en ausencia 
de disposiciones constitucionales expresas, por remisión directa de los artículos 93, 94, 44 

74   Citada por Londoño, Cesar (2010), pp. 65 y 66. 

75   Sentencia de la Corte Constitucional de Colombia. Sentencia T-483 de 1999. Magistrado Ponente 
Antonio Barrera.
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y 53 Superiores–. Ambas funciones han sido aplicadas por la Corte Constitucional en 
su jurisprudencia sobre los límites del margen de configuración del legislador en materia 
penal, sea para identificar un desconocimiento de la Constitución con la ayuda interpre-
tativa de las normas incluidas en el bloque, o para aplicar directamente los parámetros 
establecidos por tales normas en ausencia de una cláusula constitucional específica”76.

La Corte Constitucional, además de integrar al bloque constitucional los atri-
butos y garantías asegurados por la Constitución formal, los tratados de derechos 
humanos y el derecho humanitario internacional, también considera como parte 
del bloque los derechos implícitos o no enumerados y los principios de ius cogens.

Respecto de los derechos implícitos, la Corte Constitucional de Colombia 
ha establecido en sentencia de octubre de 1995, en que se reconoce el derecho a 
la identidad, que:

“De un lado, el artículo 29 inciso c), de la Convención Americana, nos permite com-
prender el efecto vinculante de otros derechos que, aun cuando no fueron expresamente 
recogidos por los pactos internacionales ratificados por Colombia, quedaron implícitamente 
garantizados en virtud de tal disposición.
La disposición contenida en el literal c) del artículo 29, establece de un lado la expresa 
prohibición de excluir los derechos inherentes al ser humano y, por otra parte, otorga un 
amplio sentido de interpretación de los derechos inherentes a la persona, tal significación 
permite considerar el derecho a la identidad consagrado de manera implícita en todos los 
pactos o convenios de carácter internacional, y en consecuencia objeto de protección jurídica”.
“[La] identidad personal es un derecho de significación amplia, que engloba otros derechos 
[… y que] supone un conjunto de atributos, de calidades, tanto de carácter biológico, 
como los referidos a la personalidad que permiten precisamente la individualización de 
un sujeto en sociedad” 77.

Además del derecho a la identidad, la Corte Constitucional colombiana ha 
determinado como derechos no enumerados o implícitos, como sistematiza Ma-
nuel Fernando Quinche78, el derecho a la filiación real79, el derecho al retorno80, 

76   Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-291/07, de 25 de abril de 2007.

77   Corte Constitucional de Colombia. Sentencia T. 477-1995, de 23 de octubre de 1995.

78   Quinche, Manuel (2010), p. 87.

79   Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-109 de 1995. Magistrado Ponente Alejandro Martínez 
Caballero.

80   Corte Constitucional de Colombia. Sentencia T-268 de 2003. Magistrado Ponente Marco Gerardo 
Monroy.
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el derecho a comunicarse81, los derechos a la verdad y la justicia82 y el derecho al 
olvido vinculado al habeas data83.

A su vez, la Corte Constitucional se ha referido en diversas sentencias a las 
normas de ius cogens en materia de derechos. Así en sentencia C-291/07, ha 
precisado:

“Por último, es relevante tener en cuenta que una importante indicación sobre la natu-
raleza imperativa o de ius cogens de una determinada norma de derecho internacional, 
está provista por el hecho de que esa norma consagre garantías de derechos humanos que 
no son derogables durante los estados de emergencia. Así lo ha explicado el Comité de 
Derechos Humanos de las Naciones Unidas en su Observación General Nº 29, al expli-
car: ‘el hecho de que en el párrafo 2 del artículo 4º [del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos] se declare que la aplicación de ciertas disposiciones del Pacto no puede 
suspenderse debe considerarse en parte como el reconocimiento del carácter de norma 
imperativa de ciertos derechos fundamentales garantizados por el Pacto en la forma de 
un tratado (por ejemplo, los artículos 6º y 7º)’. Como se verá, varias de las disposiciones 
del Derecho Internacional Humanitario reflejan directamente garantías no derogables 
del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, que por lo mismo confirman la 
naturaleza de ius cogens de aquéllas”84. 

A su vez, en la misma sentencia la Corte Constitucional de Colombia determinó: 

“El catálogo de normas de ius cogens ha experimentado un proceso de expansión acelerada, 
el cual se ha acentuado en el curso de la última década, particularmente en el ámbito del 
Derecho Internacional Humanitario, en el cual se han presentado desarrollos jurídicos 
significativos y notorios.
En efecto, varias fuentes jurisprudenciales y doctrinales han indicado que los principios 
fundamentales del Derecho Internacional Humanitario son actualmente normas im-
perativas o perentorias de derecho internacional, haciendo referencia a la categoría de 
‘principios fundamentales del DIH’, o a determinadas reglas en particular. Con base en 
un análisis cuidadoso de los distintos pronunciamientos internacionales que han otorgado 

81   Corte Constitucional de Colombia. Sentencia T-032 de 2005. Magistrado Ponente Gregorio Hernández 
Galindo.

82   Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-228 de 2002. Magistrado Ponente Manuel José Cepeda 
Espinoza.

83   Corte Constitucional de Colombia. Sentencia T-729 de 2002. Magistrado Ponente Eduardo Montealegre 
Lynett.

84   Sentencia de la Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-291/07, de 25 de abril de 2007, 
fundamento 2.2.1.
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este rango preeminente a los principios fundamentales del DIH, la Corte Constitucional 
de Colombia expondrá en el presente acápite su postura razonada sobre el particular, en 
el sentido de que los principios esenciales del Derecho Internacional Humanitario han 
adquirido el rango cierto de normas de ius cogens por haberse surtido respecto de ellos 
un proceso notorio de doble reconocimiento, concretamente en relación con los principios 
de distinción, precaución y trato humanitario y respeto por las garantías fundamentales 
de la persona” 85.

La Carta Fundamental de Colombia limita la integración de los derechos humanos 
a la Constitución material colombiana, a diferencia de la Constitución chilena, en 
la perspectiva del bloque de constitucionalidad estricto sensu, a aquellos derechos 
que “no son sujetos de limitación en los estados de excepción”, conforme a las normas 
de los artículos 27.2 de la Convención Americana de Derechos Humanos y el 
artículo 4º del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, los que deben 
interpretarse conforme al principio pro homine o favor persona. 

La Corte Constitucional emplea también el concepto de “bloque de consti-
tucionalidad latu sensu”86, agregando al contenido anterior del “bloque de consti-
tucionalidad estricto sensu”, algunas leyes orgánicas y estatutarias, los tratados de 
derechos humanos en aquel ámbito no vinculante durante los estados de excep-
ción, la jurisprudencia de instancias internacionales y la doctrina elaborada por 
entidades de derecho público internacional.

3.2. El bloque de regularidad constitucionalidad en México

En el caso de México, el concepto de “bloque de regularidad constitucional” ha 
empezado a desarrollarse académicamente87 y a aplicarse sistemáticamente por 
los tribunales de justicia y, especialmente por la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación de México a partir de 2011, luego de la reforma constitucional de dicho 
año al artículo 1º de la Constitución.

85   Sentencia de la Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-291/07, de 25 de abril de 2007, 
fundamento 2.2. 2.

86   Ver Sentencia de la Corte Constitucional de Colombia, expediente T-506.704, de 31 de enero de 2002. 
Punto V: Consideraciones y fundamentos; punto 4: Bloque de constitucionalidad. Sentencia de la Corte 
Constitucional de Colombia C-200, de 19 de marzo de 2002, Punto V: Consideraciones y fundamentos; 
punto 4: Bloque de constitucionalidad. Magistrado Ponente Álvaro Tafur Galvis.

87   Astudillo, César (2014); Caballero, José Luis (2013); Caballero, José Luis (2014); Carbonell, Miguel 
y Salazar, Pedro (Coords.) (2011); García Ramírez, Sergio y Morales Sánchez, Julieta (2013); López 
Olvera, Miguel y Pahuamba Rosas, Baltazar (2014). 



333Estudios Constitucionales, Año 13, Nº 2
2015, pp. 301-350

El bloque constitucional de derechos en Chile, el parámetro de control

y consideraciones comparativas con Colombia y México: doctrina y jurisprudencia

Dicha reforma establece el siguiente contenido del artículo 1º en el ámbito 
que centra nuestra atención: 

“En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos 
reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el estado 
mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá 
restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución 
establece.
Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta 
Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo 
a las personas la protección más amplia.
Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios 
de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, 
el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos 
humanos, en los términos que establezca la ley”. 

La Constitución de México, a diferencia de la de Colombia, explicita con 
nitidez que las personas gozan de los derechos humanos reconocidos por la Cons-
titución formal como en los tratados internacionales de los que el Estado mexica-
no es parte, sin que sea necesario que el tratado sea estrictamente un tratado de 
derechos humanos. Teniendo todos los derechos asegurados por la Constitución 
y por tratados internacionales fuerza normativa constitucional, lo cual requiere 
de una interpretación armónica conforme a los estándares disponibles mediante 
la correspondiente interpretación. La reforma constitucional mexicana además 
explicita y otorga seguridad jurídica constitucional que los órganos estatales deben 
interpretar y aplicar la Constitución y los tratados conforme al principio favor 
persona, lo que exige privilegiar aquella interpretación que genere más beneficios 
para las personas, la que maximice el goce y efectivo ejercicio de los derechos de 
ellas. Así el criterio para resolver criterios normativos en el ámbito de derechos 
no es el principio de jerarquía normativa sino el principio favor persona88.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación de México, a través de su juris-
prudencia ha ido precisando el sentido y alcance de dicha norma constitucional 
a través de su jurisprudencia. En una primera sentencia de pleno, “Expediente 
varios 912/2010, en el engrose de 20 de septiembre de 2011, señala que conforman 
parte del bloque de constitucionalidad todos los derechos humanos contenidos 

88   Carmona, Jorge Ulises, p. 46.
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en la Constitución Federal con fundamento en sus artículos 1º y 133; todos los 
derechos humanos contenidos en tratados internacionales en que el Estado mexi-
cano sea parte y los criterios vinculados de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos establecidos en las sentencias en los que el Estado mexicano haya sido 
parte, y como criterios orientados de la jurisprudencia y precedentes de la citada 
Corte, cuando el Estado mexicano no haya sido parte.

En la misma perspectiva, la Suprema Corte de Justicia de la Nación de México, 
en sentencia 28/2010 de 23 de noviembre de 2011, precisó que las normas de 
la Constitución y la de los tratados ratificados que aseguren derechos humanos 
poseen rango constitucional:

“Las normas provenientes de ambas fuentes gozan de rango constitucional y, por tanto, 
son normas supremas del ordenamiento jurídico mexicano. Esto implica que los valores, 
principios y derechos que ellos materializan deben formar en todo el orden jurídico, obli-
gando a todas las autoridades a su aplicación y, en aquellos casos en que sea procedente, 
a su interpretación”.

Como bien explicita Astudillo, la Suprema Corte de Justicia de la Nación de 
México da un viraje de ciento ochenta grados: se aleja del “enfoque tradicional de 
la relación Constitución/Tratados, y adopta un nuevo enfoque basado en el análisis 
de la relación que guarda la Constitución con aquellos tratados que versan específi-
camente sobre derechos fundamentales; es decir se aproxima a la problemática sin 
tomar en cuenta a los tratados en su carácter formal de fuente del derecho, sino que 
los considera desde la perspectiva material de fuente de los derechos”89.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, en su resolución de conflicto de 
tesis C.T. 293/201190, considera que los tratados internacionales constituyen 
fuente de reconocimiento de normas de derechos humanos, con independencia 
de la materia a que se aboquen formalmente y que, cuando ello ocurre, dichas 
normas se integran con el propósito de “ampliar el catálogo constitucional de 
derechos humanos”91. En el engrose de la sentencia C.T. 293/2011, la Suprema 
Corte de Justicia precisa:

“(i) los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados de los cuales 
México sea parte integran un mismo conjunto o catálogo de derechos; (ii) la existencia 

89   Astudillo, César (2014), p. 77.

90   Suprema Corte de Justicia Nacional. Sentencia S.C. 293/2011, de 3 de septiembre de 2013.

91   Engrose de la Sentencia C.T. 293/2011, pp. 29 y 170-171. Citada por Astudillo, César (2014), p. 78.
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de dicho catálogo tiene por origen la Constitución misma; (iii) dicho catálogo debe 
utilizarse para la interpretación de cualquier norma relativa a los derechos humanos; 
y (iv) las relaciones entre derechos humanos que integran este conjunto deben resolverse 
partiendo de la interdependencia y la indivisibilidad de los derechos humanos –lo que 
excluye la jerarquía entre unos y otros–, así como del principio pro persona, entendido 
como herramienta armonizadora y dinámica que permite la funcionalidad del catálogo 
de derechos humanos”.

Así, el bloque de constitucionalidad mexicano, como señala Astudillo, “ad-
quiere la totalidad de su sentido por la capacidad de integrar, en exclusiva, derechos 
fundamentales, y reconocerles una misma jerarquía normativa y un valor como normas 
supremas del ordenamiento jurídico” 92. 

Así, el bloque constitucional de derechos en México queda integrado por los 
derechos asegurados por la Constitución formal y por los tratados internaciona-
les en que México sea parte, integrando un único catálogo de derechos indivisible 
e interdependiente, sin jerarquía entre ellos y debiendo ser interpretados conforme al 
principio o postulado pro persona.

Finalmente, se ha señalado por Rodríguez, Arjona y Fajardo que el bloque 
de constitucionalidad en materia de derechos humanos, como está previsto 
en el artículo 1º de la Constitución de México, “implica que el marco jurídico 
aplicable se compone tanto de normas de origen constitucional como internacional 
y, en consecuencia, no solo el contenido constitucional de las normas de derechos 
humanos es el supremo, sino que también las normas de derechos humanos de 
origen internacional gozan de igual supremacía. Y al ser ambos tipos de normas 
de carácter supremo, se convierten en el parámetro de interpretación del resto del 
ordenamiento”93.

4. La aplicación jurisdiccional del bloque constitucional de 
derechos a través del parámetro de control: Chile, Colombia y México 

El parámetro de control en materia de derechos fundamentales es una expresión 
procesal, constituyendo un factor de referencia como premisa mayor para analizar 
y enjuiciar una norma o situación específica (premisa menor), constituyendo 
el conjunto de enunciados normativos a partir del cual pueden concretarse los 
controles de constitucionalidad y de convencionalidad de las normas internas 

92   Astudillo, César (2014), p. 89.

93   Rodríguez, Arjona y Fajardo (2013), p. 65.
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del Estado y las actuaciones de los órganos y autoridades estatales, resolviendo 
el conflicto o controversia de relevancia jurídica respectivo, ya sea determinando 
su invalidez, su inaplicabilidad o la aplicación preferente, en el caso respectivo. 

Dicho parámetro de control de constitucionalidad o convencionalidad, en su 
caso, está constituido por los atributos y garantías del o de los derechos funda-
mentales específicos asegurados y garantizados al menos en la Constitución y 
los tratados y convenciones de derechos humanos vinculantes para el Estado, 
los principios imperativos de ius cogens y los derechos implícitos o no enume-
rados, conforme al estándar mínimo explicitado por la jurisprudencia de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, constituyéndose así la premisa 
mayor que debe utilizar el órgano jurisdiccional competente, ex officio, para 
resolver el conflicto de relevancia jurídica sometido a su consideración en el 
caso específico, junto a los principios y técnicas de aplicación del parámetro de 
control como son el principio favor persona, el respeto al contenido esencial de 
los derechos y el principio de proporcionalidad, ya sea para el enjuiciamiento de 
una norma jurídica interna o para el enjuiciamiento de un acto de un órgano 
o autoridad estatal.

El parámetro de control se conforma de manera diferente de acuerdo a cada 
conflicto de relevancia jurídica que deba resolverse ya sea en control de constitu-
cionalidad o de control de convencionalidad. Dicho parámetro tiene una confor-
mación particular y heterogénea según los diferentes casos. Dicho parámetro de 
control está conformado por el conjunto específico de atributos de los derechos 
contenidos en determinadas fuentes formales y materiales aseguradas constitu-
cionalmente, complementado con postulados de interpretación de derechos que 
el juez tendrá en consideración para resolver el conflicto de relevancia jurídica en 
materia de derechos fundamentales.

4.1. La ausencia explícita de tratamiento 
acerca del parámetro de control por la jurisprudencia chilena

La obligación jurídica de los órganos jurisdiccionales internos competentes 
para garantizar ex officio los derechos fundamentales integrantes del bloque cons-
titucional deriva del hecho que ello está dispuesto como un deber imperativo 
constitucional de respeto y promoción de tales derechos por el artículo 5º inciso 
2º, desprendiéndose así del objeto y fin de dicho enunciado constitucional, en 
armonía además con los artículos 1º, 2º y 62 inciso 3º, 67 y 68 de la CADH, 
interpretados por la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos al determinar las características del control de convencionalidad que 
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deben aplicar todos los órganos internos del Estado y, especialmente, los órganos 
jurisdiccionales competentes. 

El control ex officio en cuanto expresión del principio iura novit curia es, asi-
mismo, un elemento vertebral del derecho procesal constitucional protector de 
derechos fundamentales, como del derecho procesal convencional internacional 
interamericano.

Así, a manera ejemplar, en la práctica, la Corte Suprema incorpora al pará-
metro de control del derecho fundamental de la libertad personal, los atributos y 
garantías asegurados por la Convención sobre Derechos de las Personas con Dis-
capacidad, acogiendo una acción (recurso) de amparo (habeas corpus), en sentencia 
Rol Nº 26492-14, considerando especialmente los artículos 4 y 14 Nº 2 de dicha 
Convención, estableciendo que ellos obligan a los Estados Partes, determinando que 
tales “disposiciones deben orientar el trato que Gendarmería debe dar a los internos en 
cumplimiento del respeto a las garantías constitucionales de que ellos gozan”94.

La misma Corte Suprema, en sentencia de diciembre de 2014, en fallo de 
unificación de jurisprudencia laboral, incorpora como elementos del parámetro 
de control de derechos laborales y de interpretación de dicha legislación (ley 
Nº 19.759) normas de la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de Naciones Unidas, 
artículos 8.1 y 8.3 y la Carta Internacional Americana de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales, artículo 8 Nº 1 literal b), todo ello para determinar la 
existencia de un derecho fundamental implícito de huelga en la Constitución y la 
consiguiente obligación estatal de no introducirle restricciones indebidas mediante 
el artículo 381 del Código del Trabajo95.

A partir de dicho parámetro de control del bloque constitucional de derechos 
fundamentales, los derechos específicos constituyen realidades justiciables ante 
cualquier vulneración, ya sea bajo la modalidad de privación, perturbación o 
amenaza de sus atributos y garantías a través de actos u omisiones contrarias al 
ordenamiento jurídico, ante lo cual existe la obligación de los jueces a través del 
ejercicio de la potestad jurisdiccional en el ámbito de su competencia, de concretar 
una protección útil y efectiva de ellos.

En la jurisprudencia del Tribunal Constitucional chileno, como ya se ha 
establecido, se observa la integración del parámetro de control con atributos de 

94   Corte Suprema, Sentencia Rol Nº 26492-14, de 30 de octubre de 2014, considerando 4º.

95   Corte Suprema, Sentencia Rol Nº 3514-14, de 4 de diciembre de 2014, considerandos 17-21, 23, 30, 
35 y 36.
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derechos no establecidos formalmente en la Constitución y asegurados por el de-
recho internacional convencional de derechos humanos o deducidos de atributos 
asegurados por tales derechos. Así ocurre con el derecho a no ser objeto de prisión 
por deudas, aplicando los artículos 7.7 de la CADH y el artículo 11 del PIDCP 
de Naciones Unidas (Roles Nºs. 519-2006; 576-2007; 1006-2009); otro tanto 
ocurre con el derecho a la presunción de inocencia no asegurado en la Constitu-
ción formal, utilizando la norma de reenvío del artículo 5º a los artículos 8.2 de 
la CADH y al artículo 14.2 del PIDCP de Naciones Unidas (Rol Nº 739-2007). 
Tal perspectiva se asume también frente al derecho a la identidad no asegurado 
por la Constitución formal, en virtud de normas de la CADH y la Convención 
sobre Derechos del Niño, para declarar inaplicable el artículo 206 del Código 
Civil (Roles Nºs. 1340 de 2009 y 2105- 2011 de 2012).

Con mayor extensión el Tribunal Constitucional integra el parámetro de 
control mediante el cual declara inaplicables normas del D.L. de Extranjería en 
el caso de un ciudadano de nacionalidad haitiana, considerando incorrecto concebir 
la potestad administrativa de admisión de un extranjero al país, únicamente desde la 
óptica del orden público interno y como medida de policía de seguridad, estimando 
que la perspectiva correcta es complementar la discrecionalidad del orden público 
“con un enfoque de derechos, en el examen de los requisitos de ingreso y permanencia 
de un extranjero en el país”96. 

El Tribunal Constitucional considera que esta “nueva óptica”, desde el artículo 
5º de la Constitución y del derecho internacional de los derechos humanos, im-
plica un “nuevo estándar” que considera los artículos 2, 13 y 25; el principio de 
reagrupamiento familiar contenido en el artículo 16 de la Declaración Universal 
de Derechos Humanos; los artículos 10 y 11 del PIDESyC de Naciones Unidas; 
el artículo 10.1 de la Convención sobre Derechos del Niño; artículos 12. 13 y 23 
del PIDCyP de Naciones Unidas, y artículo 22.8 de la CADH. Además considera 
la interpretación sobre dichos derechos hecha por las Observaciones Generales 
de la Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas, como se determina 
en el considerando 10 de la sentencia comentada.

Finalmente, en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional consideraremos 
la sentencia Rol Nº 2493-2013, de mayo de 2014, mediante la cual se declara 
inaplicable por inconstitucional la competencia de la justicia militar para conocer 
casos en que la víctima es un civil, haciendo efectivo un control de convencio-

96   Sentencia del Tribunal Constitucional Rol Nº 2273-2013 de 4 de julio de 2013, considerando 13º.
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nalidad, considerando la jurisprudencia de la Corte IDH como la interpretación 
auténtica, conforme determina en el considerando 8º de la sentencia, integrando 
al parámetro de control con los “nuevos estándares” provenientes de la Corte IDH, 
de la sentencia del Caso Palamara en consideración del artículo 8º de la CADH, 
como se expresa en el considerando 21, cumple así el Tribunal Constitucional con 
el deber de adecuar el ordenamiento interno al estándar internacional, conforme 
determina el considerando 12º de la sentencia97.

En esta perspectiva, tanto la Corte Suprema como el Tribunal Constitucio-
nal chileno integran al parámetro de control el corpus iuris interamericano y la 
jurisprudencia de la Corte IDH, no hay una expresión jurisprudencial ni de la 
Corte Suprema ni del Tribunal Constitucional que explicite expresamente los 
contenidos que integran en cada caso el parámetro de control que emplean para 
concretar su función jurisdiccional, y la diferencien del bloque constitucional de 
derechos, a diferencia de lo que ocurre con la Corte Constitucional de Colombia 
y la Suprema Corte de Justicia Nacional de México.

4.2. El parámetro de control de la jurisprudencia Colombiana

A este respecto algunas sentencias de la Corte Constitucional de Colombia 
hacen expresa alusión al parámetro de control, señalando la sentencia más ex-
presiva en la materia.

En efecto, la Corte Constitucional de Colombia ha establecido en sentencia 
en expediente T-506.704, de 31 de enero de 2002, el parámetro de control cons-
titucional, precisando que: 

“[...] de la Carta también hacen parte las normas y principios incorporados en el 
bloque de constitucionalidad, que sin aparecer formalmente en el articulado del texto 
constitucional, son utilizados como parámetros del control constitucional de las leyes, 
por cuanto han sido normativamente integrados a la Constitución, por diversas vías 
y por mandato de la Constitución, como sucede con ciertos contenidos de los tratados 
de derechos humanos ratificados por Colombia que prevalecen en el orden interno por 
disponerlo así el artículo 93 superior, precepto que no se refiere a todos los derechos 
humanos consagrados en los tratados y convenios internacionales en sí mismos y de por 
sí, sino a estos cuando tales instrumentos internacionales prohíben su limitación en los 
Estados de Excepción, es decir que para que tenga lugar la prevalencia o superioridad 
de los tratados y convenios internacionales en el orden interno, es necesario que se den 

97   Sentencia del Tribunal Constitucional Rol Nº 2493-2013, de fecha 6 de mayo de 2014
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los dos supuestos a la vez, de una parte, el reconocimiento de un derecho humano y de 
la otra que sea de aquellos cuya limitación se prohíba durante los Estados de Excepción, 
caso en el cual se trata de principios y reglas de verdadero valor constitucional que deben 
ser respetados por el legislador”98.

4.3. El parámetro de control en la jurisprudencia 
de la Suprema Corte de Justicia Nacional

En el caso de México, la Suprema Corte de Justicia Nacional, en sentencia 
CT 2931/2011 SCJN de 2013, ya antes aludido, determinó que el conjunto 
conformado por “la Constitución y los tratados internacionales en materia de dere-
chos humanos” integran “el nuevo parámetro de control de regularidad o validez de 
las normas del ordenamiento jurídico mexicano”.

A su vez, en la jurisprudencia P/J 21/2014 (10a), la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación de México determina los elementos del parámetro de control 
jurisdiccional de los jueces, precisando que este está integrado por el contenido de 
los derechos humanos de fuente constitucional y los reconocidos en los tratados de los 
que el Estado sea parte; la jurisprudencia del Poder Judicial de la Federación y los 
precedentes vinculantes de la Corte Interamericana de Derechos Humanos; el estándar 
de interpretación y el principio pro persona referidos en el segundo párrafo del artículo 
1º Constitucional, y el principio de proporcionalidad de manera que dichas leyes y su 
normativa que deriven de éstas pueden considerarse objetivas y razonables, es decir, 
que persigan finales legítimos, sean idóneas, necesarias y proporcionales.

A su vez, en sentencia de 2014 de la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación de México, esta determinó que integran el parámetro de 
control de constitucionalidad/convencionalidad:

“i) el contenido de los derechos humanos de fuente constitucional y los reconocidos 
en tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte;

ii) la jurisprudencia del Poder Judicial de la Federación y los precedentes vinculantes 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos;

“iii) el estándar de interpretación conforme y el principio pro persona referidos en 
el segundo párrafo del artículo 1º constitucional, y

98   Sentencia de la Corte Constitucional de Colombia, expediente T-506.704, de 31 de enero de 2002. 
Punto V: Consideraciones y fundamentos; punto 4: Bloque de constitucionalidad.
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iv) el principio de proporcionalidad de manera que dichas leyes y la normativa que 
derive de éstas puedan considerarse objetivas y razonables, es decir, que persigan fines 
legítimos, sean idóneas, necesarias y proporcionales”99.

Si el parámetro de control es de constitucionalidad en el caso chileno y se aplica 
por parte del Tribunal Constitucional, este determinará la validez de las normas 
infraconstitucionales que en todas las circunstancias e interpretaciones posibles 
sean contrarias al bloque constitucional de derechos fundamentales, para lo cual 
deberá utilizarse el control preventivo o el control reparador abstracto respecto 
de preceptos normativos infraconstitucionales internos conforme al artículo 93 
de nuestra Carta Fundamental, cumpliendo los requisitos determinados por la 
Constitución y la LOC del Tribunal Constitucional. En el caso de resolverse solo 
una acción de inaplicabilidad en control concreto deberá utilizarse la acción y 
el procedimiento previsto por el artículo 93 Nº 6 de la Constitución, que en la 
práctica se ha constituido en un amparo de derechos indirecto. 

A su vez, si se utiliza dicho bloque constitucional de derechos como parámetro 
de control de convencionalidad, este, en el caso chileno, lo pueden ejercer todos los 
tribunales o jueces del Estado que sean competentes, de acuerdo al procedimiento 
establecido legalmente para su ejercicio, los cuales deben aplicar preferentemente 
el enunciado normativo del bloque de constitucionalidad o del corpus iuris in-
teramericano conforme al principio favor persona, haciendo prevalecer la norma 
o contenido de ella que mejor proteja el derecho o los derechos fundamentales 
en análisis, haciendo respetar, asimismo, el contenido esencial de los derechos y 
aplicando el principio de proporcionalidad, en el caso respectivo. Así lo han hecho 
tanto las Cortes de Apelaciones como la Corte Suprema, aplicando preferentemente 
los estándares del bloque de constitucionalidad de derechos fundamentales por 
sobre las normas jurídicas internas cuando ellas se encuentran bajo los estándares 
mínimos de derechos que constituyen parte del bloque, aplicando el principio 
favor persona.

5. Conclusiones

A partir del análisis efectuado, es posible determinar la existencia de un avan-
ce jurisprudencial claro de la Corte Suprema en los últimos años en materia del 
reconocimiento y aplicación del bloque constitucional de derechos, frente a un 

99   Tesis 1ª, CLXIII/2014 (10ª). Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima época, Libro 5, 
Tomo i, abril de 2014. Citada por Astudillo, César (2014), p. 44.
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incipiente reconocimiento implícito del mismo por el Tribunal Constitucional a 
partir de algunas sentencias de 2014. 

En el ámbito de las fuentes del bloque de constitucionalidad de derechos fun-
damentales y la aplicación del control de convencionalidad, la Corte Suprema 
asume los derechos asegurados por el texto formal de la Constitución, los derechos 
implícitos, los atributos y garantías de los derechos asegurados por vía de tratados 
ratificados y vigentes, por vía del derecho internacional consuetudinario como a 
través de principios de ius cogens, asimismo ha explicitado la obligación jurídica de 
seguir los estándares mínimos de atributos y garantías de derechos determinados 
por las fuentes del derecho internacional y la jurisprudencia de la Corte IDH. El 
Tribunal Constitucional solo más recientemente ha tímidamente mencionado el 
bloque constitucional de derechos en 2014, asumiendo los derechos implícitos, 
los atributos de los derechos y sus garantías contenidos en el derecho convencional 
internacional ratificado y vigente, como los contenidos en el derecho imperativo 
internacional (ius cogens), sin pronunciarse aún respecto de los derechos asegura-
dos por el derecho internacional consuetudinario, aceptando muy recientemente 
la obligatoriedad de la jurisprudencia de la Corte IDH y asumiendo su carácter 
de intérprete auténtica del corpus iuris interamericano y su carácter de estándar 
mínimo vinculante para el Estado chileno.

Ello requiere a nuestro juicio avanzar en una mayor precisión y seguridad 
jurídica del derecho aplicable mediante reforma constitucional del artículo 5º de 
la Constitución, en una perspectiva que determine explícitamente las fuentes del 
bloque constitucional de derechos asumidos ya por vía jurisprudencial, como son 
los derechos implícitos o no enumerados, los principios de ius cogens, los tratados 
y convenciones internacionales ratificados y vigentes, y el derecho internacional 
consuetudinario. 

Puede considerarse que hay en la jurisprudencia, tanto de la Corte Suprema 
como del Tribunal Constitucional, una aplicación del principio “pro homine” o 
“favor persona” para resolver conflictos normativos de carácter sustantivo. Ello 
no constituye una aplicación generalizada ni existe seguridad jurídica de que los 
conflictos jurídicos en materia de derechos se resolverán sustantivamente con-
forme a tal postulado. Ello hace necesario que tal postulado de interpretación y 
resolución de conflictos normativos se explicite constitucionalmente para dotarlo 
de seguridad jurídica constitucional, como lo ha hecho una cantidad apreciable 
de países latinoamericanos.

En tal perspectiva, proponemos que el artículo 5º de la Constitución debiera 
establecer el principio favor persona como postulado de interpretación y aplica-
ción en materia de derechos fundamentales, aplicando la interpretación que más 
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favorezca el disfrute de los derechos fundamentales, como, asimismo, que las 
regulaciones limitativas del ejercicio de derechos tenga una aplicación de derecho 
estricto sin afectar los estándares mínimos que el Estado se ha comprometido 
a respetar y garantizar a través de tratados en los cuales se aseguren atributos y 
garantías de derechos fundamentales. Asimismo, debiera consagrarse el principio 
favor persona en su vertiente normativa, la que exige la aplicación de la norma 
interna o internacional que mejor proteja los derechos dentro del marco de los 
estándares mínimos que exige el derecho internacional vigente.

A su vez, es necesario un avance jurisprudencial que concrete la diferenciación 
entre bloque constitucional de derechos fundamentales y parámetro de control de 
constitucionalidad como concepto este último más específico y con dimensiones 
procesales, no consideradas en el primer concepto mencionado que tiene un 
carácter más general y abstracto.
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